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			LECCIÓN 1

			EL EMPLEO PÚBLICO*


			I. LOS SISTEMAS DE EMPLEO O DE FUNCIÓN PÚBLICA

			1. EMPLEO Y FUNCIÓN PÚBLICA: DOS NOCIONES HISTÓRICAMENTE DISTINTAS, PERO INTERCAMBIABLES


			En nuestros días, nos valemos indistintamente de las expresiones empleo y función pública para referirnos con ambas expresiones a aquella parte del ordenamiento jurídico que contempla la regulación de los medios personales de los que se sirven las Administraciones Públicas —o, incluso de manera más amplia, las organizaciones integrantes del sector público—, para actuar y realizar los fines que constitucional o legalmente tienen atribuidos. Sin embargo, históricamente empleo y función pública no han sido conceptos intercambiables, igual que, desde el punto de vista de la percepción del individuo, tampoco ha resultado indiferente en los lugares en los que primaba la cultura funcionarial, ser empleado o funcionario público. Y es que el concepto de función pública remite a una noción más técnica y precisa y, sin duda, menos genérica que la de empleo público. En sentido estricto, cuando se alude a la función pública se apunta a un modelo burocrático muy concreto, caracterizado por una peculiar forma de entender la naturaleza jurídica de la vinculación existente entre las organizaciones públicas y sus servidores; disímil naturaleza jurídica que hasta tiempos recientes se hacía ostensible en aspectos tan importantes de estas relaciones jurídicas como el derecho —público o privado— a ellas aplicable; el papel jugado por la voluntad del trabajador en la conformación y actualización del contenido de la relación; sus procedimientos de creación y extinción; el carácter permanente o no de la relación jurídica entablada; la existencia o inexistencia de un derecho a la inamovilidad en el puesto de trabajo desempeñado, etc. Es decir, la Función Pública representaba en sí misma un modelo en torno al cual nuestro ordenamiento jurídico y muchos otros de nuestro entorno construyeron su particular sistema de burocracia pública. Empleo público representaba, en cambio, una noción más vaporosa, bajo la cual se escondían, según las preferencias culturales de cada ordenamiento, modelos y realidades muy diferentes, que, no obstante, presentaban como rasgo común el hecho de no contar con las notas más señeras e identificadoras del modelo burocrático funcionarial. Sin embargo, bien es verdad que las señas de identidad propias de este modelo se han ido con el tiempo desdibujando, de la misma forma que se han ido difuminando también los caracteres de los demás modelos que pugnaban con el de función pública. El resultado final ha sido que, en la práctica, se produzca una mistificación de modelos, una compleja compenetración mediante la cual cada uno de los modelos asume e integra parte de los caracteres del otro.

			De todos modos, antes de exponer muy brevemente las características de algunos de estos modelos, hay que remarcar, a manera de premisa, varios datos. En primer lugar, conviene indicar que, aunque, en esencia, los modelos de organización de la función o del empleo público que, a continuación, expondremos, son modelos construidos a partir del siglo XIX, esto es, del momento en que nacen en sentido propio el Estado de Derecho y la Administración, la existencia de empleados públicos o de funcionarios reales, del príncipe o de la ciudad, es muy anterior y se hace ver en cualquier etapa histórica en la que constatemos la existencia de un poder público organizado. Por citar solo un ejemplo, F. Sosa Wagner ha hurgado recientemente en las características del empleo público presentes en la España de la época en la que se escribió El Quijote, desvelando cómo a nuestro pesar muchos de los males endémicos que aún siguen afectando a nuestro empleo público actual también se hacían presentes ya en aquella época.

			En segundo lugar, como ya se hizo constar en la parte de esta obra dedicada al estudio de la organización administrativa, son muchos los hitos y rasgos que las organizaciones administrativas comparten con las organizaciones privadas, lo que determina que, como ha enfatizado en alguna ocasión la jurisprudencia (STS de 7 de junio de 1988), sean recíprocas las inferencias que unas y otras registran.

			Por último, incluso en Cuerpos funcionariales hondamente jerarquizados como la Policía Nacional y la Guardia Civil, se advierte esta influencia de la negociación. Como muestra, la reciente Resolución de la Secretaría de Estado de Seguridad de 19 de marzo de 2018 por la que se publica el Acuerdo entre el Ministerio del Interior, los sindicatos de la Policía Nacional y las asociaciones profesionales de la Guardia Civil para la equiparación salarial. Con carácter general, puede verse también la reciente Resolución de la Secretaría de Estado de Función Pública de 22 de noviembre de 2018, por la que se publican los acuerdos para la ampliación del permiso de paternidad a dieciséis semanas y para la aplicación de la bolsa de horas prevista en la Disposición Adicional 44.ª de la Ley 6/2018, de 3 de julio, de Presupuestos Generales del Estado.

			2. LOS MODELOS DE ORGANIZACIÓN DEL EMPLEO O DE LA FUNCIÓN PÚBLICA


			Ante todo, debemos ser conscientes de que, cuando encorsetamos la rica y variopinta realidad de la organización del empleo público en modelos, acometemos, en realidad, una simplificación de extraordinarias proporciones. Cada ordenamiento, partiendo de factores muy diversos y manejando también parámetros muy distintos, construye su propio modelo de función pública; modelo que además no es permanente, en el sentido de que quede fijado de una sola vez y para siempre, sino esencialmente variable y abierto siempre a nuevos aires, provenientes de condicionantes históricos, sociales y culturales muy diferentes. Por ello, sólo puede hablarse con rigor de «modelos ideales», esto es, de sistemas de organización del empleo o de la función pública que comparten una serie de caracteres, a los que, sin embargo, como decimos, modulan en función de sus propias circunstancias y necesidades. Desde este punto de vista, tradicionalmente se distingue entre los modelos cerrados, de carrera o continentales, por un lado, y los modelos abiertos, de empleo o de origen anglosajón, por otro.

			A) Los modelos cerrados o de carrera


			Los modelos cerrados o de carrera tienen dos fuentes de inspiración y de realización práctica: por un lado, gozan del fundamento teórico que le proporcionan las enseñanzas de Max Weber sobre la burocracia, unas teorías que, por cierto, no nacen sobre el vacío, sino teniendo a la vista la contemplación de lo que representó la Administración prusiana del siglo XVIII, bien estudiada entre nosotros por Alejandro Nieto. Este origen marca, como veremos, los desarrollos propios que a lo largo de los años experimentará el sistema alemán de función pública. Por otro lado, el sistema de carrera de muchos ordenamientos continentales bebe de las fuentes que le proporciona el modelo de construcción, eminentemente práctico, impulsado por la Administración napoleónica.

			Como explica Max Weber, en su obra El Político y el Científico, frente a «la administración de aficionados basada en el spoil system», el funcionariado moderno «se va convirtiendo en un conjunto de trabajadores intelectuales altamente especializados mediante una larga preparación y con un honor estamental muy desarrollado, cuyo valor supremo es la integridad». Sin este funcionariado —añade— «se caería sobre nosotros el riesgo de una terrible corrupción y una incompetencia generalizada, e incluso se verían amenazadas las realizaciones técnicas del aparato estatal». La opción por este sistema no ha sido flor de un día; antes bien, ha sido a través de un proceso largo, extendido durante más de quinientos años, cuando han quedado puestas de manifiesto las ventajas del funcionario especializado según la división del trabajo. En ello ha tenido mucho que ver «el desarrollo de la técnica bélica que hizo necesario el oficial profesional, y el refinamiento del procedimiento jurídico que hizo necesario el jurista competente».

			Los rasgos ideales de este modelo cerrado o de carrera descansan sobre la idea de crear un orden profesional de servidores públicos, un conjunto de personas que hacen del servicio a la Administración su propio medio de vida y de sustentación. Frente al clientelismo, la herencia o la elección para los cargos y puestos públicos, propias del Antiguo Régimen e incluso —como sucede con la elección— presente también en los primeros momentos revolucionarios, el modelo del que hablamos auspicia una selección rigurosa del funcionariado asentada sobre el respeto al mérito y la capacidad de los candidatos. El rigor de las pruebas selectivas realizadas, que se completan posteriormente con los dilatados períodos de formación seguidos para muchos cuerpos en las prestigiosas y elitistas Escuelas de Funcionarios, aseguran una adecuada preparación intelectual de los aspirantes. Quienes así ingresan en la Función Pública lo hacen, pues, voluntariamente, quedando con el consentimiento que prestan al acto de su nombramiento, sujetos a un relación jurídica, cuyo contenido sinalagmático resulta íntegramente diseñado por el Poder Público. Ahora bien, aunque el funcionario no participe en la conformación del contenido de su relación jurídica funcionarial, sí que, en todo caso, tiene asegurada una retribución digna fijada conforme a criterios objetivos y generales, y su inamovilidad en el puesto de trabajo del que no puede ser separado sin que medie un expediente disciplinario.

			La consideración estatutaria de esta relación, que sirve en Francia de soporte teórico al diseño de la relación funcionarial determina que el funcionario queda con respecto a la Administración en una situación objetiva y reglamentaria, frente a la que no existen propiamente derechos subjetivos (los cuales se conciben como una chimère) ni tampoco derechos adquiridos que impidan la permanente y constante variación de los términos de la relación jurídica contraída. En el Derecho alemán, la virtualidad que en él tiene la teoría de las relaciones especiales de sujeción acentuará durante gran tiempo los particulares perfiles de esta relación, a la que, en sus momentos cruciales, ni siquiera se le considera propiamente una relación jurídica (puesto que, por definición, el mundo interno de la organización administrativa es el mundo del no-Derecho). En virtud del estado de libertad restringida en la que vive el servidor público, sometido a las intensas exigencias de sus deberes de obediencia y de fidelidad, sus derechos y su misma libertad genérica pueden ser limitados e, incluso, ignorados sin que para tales menesteres resulte precise una Ley.

			El elemento esencial del modelo cerrado son los Cuerpos, estructuras fuertemente jerarquizadas en las que, según su especialización profesional, se agrupan e integran todos los funcionarios. Cada Cuerpo dispone de un número determinado de puestos de trabajo, que son cubiertos por los funcionarios de dicho Cuerpo en atención al grado y categoría personal que ostenten. A medida que el funcionario va progresando en su grado y categoría (lo que ocurre por antigüedad, por la realización de determinados cursos de formación, o por la superación de oposiciones internas), va ascendiendo también desde los empleos inferiores hacia los superiores, aunque en todo caso el ascenso de grado sin cambio de empleo o puesto de trabajo represente también mejoras retributivas para el funcionario. En todo caso, el carácter cerrado del modelo implica que cada funcionario está integrado en un Cuerpo concreto y que su paso a otro distinto solo puede producirse mediante la superación de las pruebas selectivas correspondientes al Cuerpo en el que se pretende ingresar.

			Dentro de este sistema cerrado, asumen gran importancia las Escuelas de Funcionarios, que, en particular, en el ámbito de los Cuerpos de Ingenieros han tenido gran protagonismo entre nosotros hasta tiempos bien recientes, pues eran la forma de proveerse estos Cuerpos. La peculiaridad de estas Escuelas de Ingeniería es que se situaban al margen de los estudios universitarios de forma que, cuando el alumno de estas Escuelas Técnicas concluía sus estudios, no sólo adquiría la condición de Ingeniero en la rama de que se tratase, sino que obtenía también su primer despacho o destino funcionarial. Para hacer más patente esta separación de las Universidades, durante la II República, el Decreto-Ley de 16 de diciembre de 1931 adscribió estas Escuelas al Ministerio de Instrucción Pública. No obstante, con la Ley de Reorganización de las Enseñanzas Técnicas de 29 de abril de 1964 se inicia un proceso de liberalización de las Escuelas de Ingenieros que, primero con su aglutinación en los Institutos Politécnicos Superiores (Decreto de 2 de febrero de 1966), culminan con su integración en el sistema educativo general y con la creación de las Universidades Politécnicas (Ley General de Educación de 4 de agosto de 1970). En el ámbito de la carrera militar, las Academias militares, como resaltamos en la lección 2, sí siguen ocupando un papel medular en la selección y formación de los oficiales y suboficiales. Este abandono del sistema de escuelas de funcionarios en España contrasta con lo que sucede en Francia en donde como nos relata R. Parada, «ser funcionario (…), requiere, pues, una formación muy superior a la que se deriva de la obtención de un diploma o título en el sistema general de enseñanza. De aquí el enorme prestigio de los grandes cuerpos de la Administración francesa, como los del Consejo de Estado, Tribunal de Cuentas, Inspección General de Finanzas, Cuerpo prefectoral —ahora comisarios de la República—, Cuerpo Diplomático, los distintos Cuerpos de Ingenieros y los Administradores Civiles. Estos funcionarios, formados en la Escuela Nacional de Administración o en la Escuela Politécnica, según una tradición napoleónica todavía viva, ocupan la mayor parte de los puestos directivos de la Administración francesa, a la que dan un sentido de continuidad y eficiencia y se han acreditado como los mejores funcionarios de las Comunidades Europeas».

			Como ya se ha indicado más arriba, el sistema alemán ocupa un lugar destacado dentro de los modelos cerrados de función pública. Las ideas de Max Weber se combinan, desde un punto de vista jurídico, con la doctrina de las relaciones especiales de sujeción, para terminar fraguando una función pública profesional, eficiente y, ante todo, sumamente obediente. En un primer momento, Laband cimenta la relación funcionarial en la vieja institución medieval de la commendation (un contrato que reposa sobre unos deberes especiales de fidelidad y de servicio y que entraña una relación de autoridad y de subordinación). Más tarde y de manera más acabada, Otto Mayer aplica los caracteres fundamentales de la teoría de las relaciones especiales de sujeción a la relación funcionarial o, en un sentido más amplio, a las relaciones de servicio al Estado, servicio al que define como «una obligación de derecho público en virtud del cual un súbdito está forzado a prestar al Estado, con abnegación personal, cierta especie de actividad». Tal obligación nace, según Mayer, del consentimiento que el propio interesado presta al acto administrativo estatal mediante el que se le nombra y que entraña su sometimiento a un poder jurídico especial que se ejerce en nombre del Estado sobre el obligado para mantener y dirigir a éste en el cumplimiento exacto de sus deberes. Esta concepción sobre la Función Pública ha ejercido tanta influencia en el ordenamiento germano que, depurada de alguno de sus elementos más llamativos, se asume por la propia Ley Fundamental de Bonn, cuyo art. 33.5 preceptúa que «el régimen jurídico de la función pública se regulará dentro del respeto a los principios fundamentales tradicionales del funcionariado de carrera». Sin embargo, tal determinación y, en particular, la reserva a los funcionarios de carrera del ejercicio de aquellas funciones que entrañen «el ejercicio de prerrogativas de poder público a título de función permanente» (art. 33.4), no impidió la aparición de otra suerte de empleados público vinculados laboralmente con la Administración para el desempeño de aquellos cometidos que no implicaban ejercicio de prerrogativas públicas. Tras numerosas tensiones —concretadas en la Ley de 5 de agosto de 1955, sobre representación del personal, a la que los funcionarios veían aniquiladora de los rasgos tradicionales de la función pública alemana—, se ha llegado a una situación de calma mediante la aplicación de ciertos principios del Derecho funcionarial a los laborales y viceversa. Por lo demás, de manera muy similar a lo que ocurre en España, en la actualidad existe una Ley de 31 de marzo de 1999, de carácter federal, dentro de cuyo marco se producen las leyes funcionariales de los distintos Länder. En dicha Ley, que regula el Estatuto del Funcionario Profesional, se establece en sus arts. 15 a 19 el sistema de acceso a la Función Pública, en el que «se considerará el bagaje educativo y sus resultados de conformidad con los valores dados a cada uno por los principios funcionariales». De esta guisa, se determinan distintos requisitos de acceso según se pretenda acceder a la carrera funcionarial básica (einfacher Dienst) —para la que bastará con poseer la titulación de estudios primarios (Hauptschule) y un período de prácticas específico-; a la carrera media (mittlerer Dienst) —que requerirá el equivalente a una formación profesional (Realschule), un período de prácticas de un año y la superación de un examen de acceso-; a la carrera superior (gehobener Dienst) —que exigirá un título universitario o técnico (Hochschule), unas prácticas de tres años y un examen de acceso-; o a los niveles más altos de la Administración (höherer Dienst) —para los que al título universitario y al examen de fin de grado, se le unirán unas prácticas de dos años y un examen de acceso o un segundo examen de Estado para determinados ámbitos).

			B) Los modelos abiertos


			El protagonismo que asumen los Cuerpos en los sistemas cerrados de función pública, lo tienen los puestos de trabajo en los modelos abiertos. En éstos, lo que existen son puestos de trabajo, debidamente clasificados en niveles. El empleado accede a un puesto de trabajo concreto para el que es bien designado libremente (en sus expresiones más radicales), bien seleccionado mediante pruebas en las que se prima la demostración de habilidades y aptitudes específicas valederas para ese puesto concreto al que desea acceder. No puede hablarse, por tanto, de la existencia de una carrera administrativa, puesto que al funcionario no se le garantiza el derecho a poder desempeñar en un futuro otros puestos de trabajo de mayor responsabilidad y mejor retribución que puedan quedar vacantes. Tampoco goza del derecho a la inamovilidad ya que, en principio, puede ser separado libremente del puesto de trabajo, lo que significa su salida inmediata de la Administración y la vuelta a sus quehaceres privados o al desempeño de trabajos en el mundo de la empresa. La desconfianza existente en la sociedad con respecto a los riesgos que entraña la creación de un orden funcionarial separado de aquélla, así como la posibilidad de aprovecharse de las sinergias que genera la empresa privada mediante la progresiva incorporación de agentes provenientes de ella, representan algunos de los aportes ideológicos que nutren estos modelos abiertos. Aun así, hay que insistir en que los caracteres enumerados responden a un modelo ideal que en sus realizaciones concretas experimenta matizaciones muy relevantes.

			El paradigma más extremo de modelo abierto lo representa la formulación originaria del modelo norteamericano. Inicialmente, la Four Tenure of Office Act de 1820, movida por la desconfianza existente en los Estados Unidos hacia la creación de un funcionariado permanente, impulsó la idea de que el funcionario era realmente un fiduciario público que, de cara a ser confirmado en su puesto, tenía que rendir cuentas de su gestión cada cuatro años. La extensión de esta regla, concebida originariamente para los empleados de finanzas, a muchos otros empleos públicos, experimentó además en su desenvolvimiento una perversión, pues terminó desembocando en la idea de que cada Administración presidencial, cuando accedía al poder, estaba facultada para remover libremente todos los puestos de la Administración. Con ello, la entrada de una Administración de signo ideológico contrapuesto a la saliente conllevaba el consiguiente cambio de funcionarios, en lo que se conoce gráficamente como «sistema del botín» (spoil system). Como recoge R. Parada, el sistema del botín encontraba su plena justificación en la idea muy acendrada en la conciencia americana de que para ser funcionario no se requiere formación específica alguna (el presidente Jackson lo expresó muy claramente: «Los trabajos confiados a los agentes del Estado son tan fáciles que todo hombre inteligente puede adaptarse a ellos sin demora»). Tuvo que ocurrir un desgraciado hecho —el atentado contra el presidente Garfield el 2 de julio de 1881 en la estación de tren de Washington por un abogado a quien se le había rechazado para un puesto consular— para que se tomase conciencia de que el sistema había de cambiar, aunque fuese mínimamente: la Pendleton Act (1883) estableció, aunque sólo para el acceso a ciertos empleos públicos, un sistema de pruebas selectivas libres, cuya valoración se atribuía a un órgano técnico de carácter independiente —la Civil Service Commission—. Por tanto, en lo esencial, el sistema siguió vigente en sus grandes líneas rectoras hasta las reformas de mayor calado llevadas a cabo a finales del siglo XX.

			Más ponderado se muestra, en cambio, el modelo seguido en Gran Bretaña. A raíz del Informe elaborado por la Comisión Northcote-Trevelyan (1853), se abandonó el viejo sistema del patronage, consistente en que la Corona nombraba y separaba a placer a los funcionarios integrantes del Civil Service, por otro sistema basado en el mérito, que descansaba en la realización de pruebas selectivas de carácter libre, dirigidas y gestionadas por la Civil Service Commission, órgano centralizado e independiente. Frente a la especialización de los Cuerpos franceses, la peculiaridad del Civil Service británico consistía en que los funcionarios que accedían al Servicio tenían un perfil generalista e interdepartamental, pues, como recuerda M. Sánchez Morón, las pruebas de acceso también eran de carácter general «pues lo que se valoraba era la personalidad del candidato, su capacidad para enfrentarse a los problemas». Por lo demás, el Civil Service no se estructuraba en Cuerpos, sino en grupos que atendían a la formación y titulación de los candidatos: la Administrative Class (integrada por titulados universitarios, que realizaba funciones de mando y de asesoramiento a los ministros); la Executive Class (con funciones de gestión de material y de contabilidad, se encargaba también de asuntos de poca importancia); y la Clerical Class (o clase de empleados públicos, que en general asistían a los funcionarios superiores en el desempeño de sus tareas).

			Frente a estos típicos modelos cerrados y abiertos, que acabamos brevemente de reseñar, el modelo italiano de empleo público, profundamente reformado durante los últimos años, representa un sistema difícil de encasillar. El Decreto Legislativo n.º 165/2001, de 30 de marzo, y la Ley n.º 15/2009, de 4 de marzo (conocida como la Ley Brunetta), profundizando en los flancos abiertos en su día por la Ley marco de 29 de marzo de 1983, han configurado un sistema en el que, como regla general, se ha instaurado la laboralización o «contractualización» del empleo público. Salvo para un ramillete muy reducido de empleos públicos (magistrados, fiscales, abogados del Estado, militares, policías y diplomáticos) —que siguen sujetos a una relación estatutaria de Derecho Público—, el vínculo que une a los restantes empleados públicos con la Administración es un vínculo de naturaleza contractual, cuyo contenido sinalagmático viene predeterminado por el convenio colectivo, que concluye la Agencia para la Representación Negociadora de las Administraciones Públicas con los sindicatos. Esto último no significa, sin embargo, que todo el contenido de la relación contractual quede entregado a la negociación colectiva, ya que existen una serie de materias que, por sus directas conexiones constitucionales, quedan reservadas a la Ley: los principios fundamentales de organización de los puestos de trabajo, los escalafones y plantillas, los procedimientos de selección para el acceso y promoción al puesto de trabajo, el régimen de incompatibilidades y de responsabilidad de los empleados públicos y la garantía de la libertad de cátedra y autonomía profesional. En consecuencia, dentro de estos límites, el contrato individual con el empleado público sustituye al tradicional acto de nombramiento y la sujeción al juez ordinario reemplaza también al sometimiento al juez administrativo salvo en las materias reservadas a la Ley.

			II. LA EVOLUCIÓN HISTÓRICO-LEGISLATIVA DE LA FUNCIÓN PÚBLICA EN ESPAÑA

			1. LAS FASES EN LA REGULACIÓN DE LA FUNCIÓN PÚBLICA ESPAÑOLA


			Una serie de hitos normativos jalonan la evolución histórico-legislativa de la Función Pública en España. Durante el siglo XIX, los Estatutos de López Ballesteros (1827) y de Bravo Murillo (1852) pretendieron trasladar a nuestro ordenamiento jurídico el modelo cerrado de Cuerpos Especiales fuertemente jerarquizados sobre el que descansaba la estructuración de la Función Pública en Francia. Sin embargo, pese a que este afán no se logró del todo, puesto que importantes notas del sistema francés no acabaron de implantarse en España con la misma rotundidad con la que estaban reconocidas en el Derecho galo, lo cierto es que el modelo corporativista dominó el escenario legislativo español de Función Pública durante todo el siglo XIX y durante gran parte del siglo XX y fue capaz de mantenerse a flote en medio de las turbulentas aguas que los vaivenes de la política española periódicamente traían consigo.

			Ya en la segunda mitad del siglo XX, la Ley de Funcionarios Civiles del Estado (1964) dirigió su mirada hacia el modelo anglosajón del que incorporó algunos elementos que mistificaron profundamente la concepción de función pública cerrada que hasta ese momento había imperado, con mayor o menor fortuna, en el sistema español. Frente a los Cuerpos Especiales, con respecto a los cuales se inició un proceso de progresivo arrinconamiento, la Ley de Funcionarios Civiles apostó por la implantación de Cuerpos Generales de carácter interministerial, lo que obligó a sustituir el tradicional sistema de las categorías personales de los funcionarios por una exhaustiva clasificación de los puestos de trabajo. Esta tendencia alcanzó sus mayores desarrollos con posterioridad a la Constitución de 1978. La Ley 30/1984, de 2 de agosto, de Medidas para la Reforma de la Función Pública, convirtió, por un lado, el puesto de trabajo en la pieza sobre la que hacía pivotar todo el engranaje de la Función Pública; por otro lado, los Cuerpos perdieron toda su significación originaria y pasaron a ser simples formas de agrupar los funcionarios a efectos de su selección y retribución. A su vez, la espita que la Ley de Funcionarios Civiles del Estado abrió en pos de que las Administraciones Públicas pudiesen contratar personal en régimen de Derecho Laboral, se intensificó y extendió notablemente al socaire de las leyes autonómicas de función pública, sin que, lamentablemente, esta proliferación se viese acompañada de la fijación de criterios de delimitación acerca de los puestos de trabajo que, por sus características, habían de ser vedados a los empleados laborales.

			El actual Estatuto Básico del Empleado Público (2007 y 2015) representa, por el momento, nuestro último hito legislativo en materia de Función Pública. Como después veremos, este Estatuto ha pretendido abordar el problema de la laboralización de la Función Pública española desde dos planos diferentes: pretendiendo, por un lado, establecer un marco regulatorio común que abrace a funcionarios y laborales; y tratando, por otro lado, de fijar, a nuestro juicio con poca fortuna, criterios precisos de delimitación entre las funciones y trabajos que pueden desempeñar cada uno de estos dos colectivos.

			2. LA REGULACIÓN DE LA FUNCIÓN PÚBLICA ESPAÑOLA DURANTE EL SIGLO XIX


			Como resalta R. Parada, el siglo XIX es, en materia de Función Pública, el siglo de los Estatutos Generales, entendidos no como una regulación unitaria válida para todos los servidores públicos, sino como una reglamentación que solo se aplica a aquellos empleados públicos no pertenecientes a alguno de los numerosos Cuerpos especiales o facultativos que disponían de regulación propia. El RD de 18 de junio de 1852, conocido como el Estatuto de Bravo Murillo, representó realmente el primer Estatuto General de la Función Pública española, pues mediante él se aprobaron las bases generales para el ingreso y ascensos en todos los servicios de la Administración activa del Estado. El Estatuto de Bravo Murillo se asentaba firmemente en la distinción entre los cuerpos de funcionarios administrativos generales y los cuerpos especiales o facultativos. En este sentido, el ámbito de aplicación del Estatuto de Bravo Murillo venía delineado por su art. 44, el cual establecía muy claramente que sus disposiciones no resultaban aplicables a los consejeros y demás funcionarios de la Administración consultiva; a los Gobernadores de provincia; a los empleados de la carrera diplomática fuera de España; a los magistrados, jueces, ministerio fiscal y otros funcionarios del orden judicial que estén en condiciones especiales; al profesorado; a los ingenieros civiles y de minas; a la carrera de las armas, a las oficinas militares del Ejército y Armada; y a las demás carreras cuyos empleados tengan condiciones especiales por las cuales se distingan esencialmente de la Administración activa, fórmula ésta última que abrió el portillo a la creación de numerosos cuerpos especiales o facultativos.

			Como pormenorizadamente analiza R. Parada, el denominado Estatuto López Ballesteros no era, en realidad, ni un Estatuto general, porque se refería sólo a los empleados del Ministerio de Hacienda, ni tampoco venía reflejado en una única norma, antes bien, se reflejó en varias disposiciones: la Real Orden de 19 de agosto de 1825 y los Reales Decretos de 7 de febrero de 1827 y de 3 de abril de 1828. La Real Orden de 19 de agosto de 1825 se preocupaba fundamentalmente del reclutamiento y selección de los empleados de Hacienda, reclutamiento que se hacía sobre criterios de mérito y mediante exámenes de aptitud que valoraban unas Juntas de Calificación. Por su parte, el Real Decreto de 7 de febrero de 1827 desarrolló el sistema de clases que había prefigurado la Real Orden de 1825: las viejas categorías (meritorios-escribientes-oficiales y jefes) que ésta había establecido se transforman ahora en cuatro clases, con subdivisiones internas: consejeros-intendentes de provincia-jefes de administración y oficiales. Los ascensos dentro de cada clase se hacían por antigüedad, pero los saltos de una clase se atenían a los principios de mérito y de capacidad.

			El objeto principal del Estatuto de Bravo Murillo consistía en clasificar a los empleados de la Administración activa del Estado, es decir, a aquellos empleados cuyos cometidos eran la realización de tareas burocráticas y la gestión administrativa ordinaria bajo la supervisión de los Cuerpos Facultativos. A tal fin, su art. 1 los dividía en cinco categorías: Jefes superiores; Jefes de Administración; Jefes de Negociado; Oficiales; y Aspirantes a Oficial. El Estatuto de Bravo Murillo se preocupó de reglamentar exhaustivamente las condiciones de acceso a cada una de estas categorías, ya que, como subrayaba su Exposición de Motivos, «una deplorable experiencia ha venido a demostrar que el no exigir requisitos y condiciones necesarias para la entrada en la carrera de la Administración, equivalía a constituir los destinos en patrimonio del favor y a convertir por otra parte la práctica en ciega rutina». Fiel a tales postulados, el ingreso en la categoría de Aspirante a Oficial requería tener dieciséis años cumplidos, acreditar buena conducta moral y tener título académico o diploma que presuponga estudios y la conveniente preparación, o haber obtenido certificación favorable en examen público. Una vez adquirida esta condición, el aspirante, mediante oposición, podía acceder a la categoría de Oficial. Por su parte, el ingreso en la tercera categoría, esto es, la de Jefe de Negociado se efectuaba por elección o por antigüedad y requería contar, al menos, con seis años de servicio con buena nota en las categorías de aspirante y de oficial (y de ellos dos al menos en ésta última), o tener el grado de Licenciado o de Doctor. Por último, el acceso a puestos de Jefe de Administración o de Jefe Superior se hacía siempre por elección de entre quienes hubieren servido al menos cuatro años en la categoría inferior inmediata.

			Pese a su denominación oficial, el Estatuto Bravo Murillo abordaba no sólo los aspectos relacionados con el ingreso y los ascensos dentro de la carrera administrativa, sino que se extendía a también a otros importantes contenidos de la relación funcionarial, como los relacionados con los aspectos retributivos, o los concernientes al acto de toma de posesión, al otorgamiento de licencias o a la regulación de algunas cuestiones de índole disciplinaria, como la tipificación de las sanciones aplicables (art. 34). Llamaba la atención, empero, la frágil protección que el Estatuto otorgaba al derecho a la inamovilidad: «ningún empleado —rezaba su art. 43— tiene derecho a exigir la manifestación de los documentos que hayan motivado su separación, suspensión o traslado, ni tampoco a pedir formación de causa cuando estas medidas no tuvieren otro carácter que el administrativo». Esta circunstancia, unida al hecho de que los empleados subalternos quedasen al margen de la regulación general del Estatuto, motivó que éste no desterrase la deplorable práctica de las cesantías, que continuó siendo moneda corriente de cambio, como muestran los textos literarios de la época.

			No obstante, tanto el Estatuto O’Donnell (RD 4 de marzo de 1866), como el Estatuto Maura (Ley de Bases de 22 de julio de 1918) trataron de reforzar la estabilidad en el empleo de los funcionarios públicos mediante una mejor regulación de la potestad disciplinaria. En concreto, el Estatuto Maura consagró que «los funcionarios técnicos y auxiliares no podrán ser declarados cesantes sino en virtud de expediente gubernativo, instruido con audiencia del interesado», y, si lo fueren por conveniencia del servicio, las cesantías así producidas habrían de ser debidamente publicadas, comunicadas a las Cortes y sus vacantes provistas por el sistema de rigurosa antigüedad.

			Con independencia de estas modificaciones, las normas producidas con posterioridad a la publicación del Estatuto de Bravo Murillo mantuvieron esencialmente el armazón forjado por éste. Sólo el Estatuto Maura introdujo algunas variantes de relieve. En primer lugar, incidió sobre la clasificación profesional de los empleados públicos reduciendo a cuatro las categorías en las que podían clasificarse (Jefes de Administración; Jefes de Negociado; Oficiales y Auxiliares), y distinguiendo a su vez, dentro de éstas, hasta tres clases diferentes con asignación también de distintas retribuciones. En segundo lugar, generalizó la oposición como sistema normal de ingreso en la Función Pública y la antigüedad como criterio prioritario para el ascenso, y permitió que las mujeres pudiesen acceder a la categoría de auxiliares, así como a aquellas funciones y servicios técnicos a los que «por su especial índole», los Reglamentos de cada Ministerio considerasen factible su admisión. Por último, el Estatuto Maura prestó una particular atención a la regulación de algunos contenidos de la relación funcionarial como los atañederos a la jornada laboral (seis horas diarias); el deber de residencia; el régimen disciplinario; las jubilaciones; y la nueva realidad del asociacionismo funcionarial, cuya creación quedaba supeditada a la aprobación ministerial.

			Como bien sintetiza M. Sánchez Morón, ni durante la Dictadura de Primo de Rivera (que, sin embargo, sí tuvo una importante incidencia en la configuración de la función pública local que en sus líneas maestras llega hasta nuestros días), ni durante la II República (que, sin embargo, dio un importante impulso a la función pública docente), se produjeron cambios de calado en el esquema básico de la Función Pública que más arriba ha quedado trazado. Con posterioridad a la Guerra Civil, los primeros años del régimen franquista vinieron marcados, en lo que respecta a la Función Pública, por el hecho de que la fidelidad y lealtad mostradas a los principios del nuevo Estado sirvieron bien para propiciar el ingreso privilegiado en la Función Pública de los afectos al régimen, bien para, en caso contrario, convertirse en instrumentos para la depuración de todos aquellos funcionarios considerados poco adeptos a los postulados del nuevo régimen. Junto a ello, la creación del Movimiento Nacional y de la Organización Sindical creó una especie de Estado dentro del propio de Estado, con empleados y funcionarios propios y distintos de los de la Administración y que, andando el tiempo, paradójicamente fueron generosamente integrados en ésta durante los primeros años de la transición política. Por último, se produjo una eclosión injustificada de cuerpos especiales, cuya única explicación radicaba las más de las veces en obtener gratificaciones y privilegios en formas varias, y que produjo, como bien denuncia M. Sánchez Morón, una «departamentalización y cantonalismo de una Administración patrimonializada por los cuerpos de funcionarios».

			3. LA LEY DE FUNCIONARIOS CIVILES DE LA ADMINISTRACIÓN DEL ESTADO


			Dentro del proceso de reformas administrativas llevado a cabo a partir de la segunda mitad del siglo XX, se emprendió también la reforma de la Función Pública. Su articulación jurídica se hizo mediante la técnica de la delegación legislativa: se aprobó la llamada Ley de Bases de Funcionarios Civiles del Estado de 20 de julio de 1963 y al año siguiente se emanó el Texto Articulado de su mismo nombre —LFCE— (Decreto 315/1964, de 7 de febrero). El objetivo fundamental de esta nueva regulación era modernizar la Función Pública española mirándose para ello en los modelos abiertos anglosajones e introduciendo no pocos elementos de estos sistemas, como las figuras, junto a los funcionarios de carrera, de los funcionarios eventuales (art. 5) y de los contratados en régimen de derecho laboral (art. 7).

			Junto a los funcionarios de carrera, los eventuales y los contratados laborales, el art. 6 permitía igualmente que la Administración contratase personal en régimen de derecho administrativo para la realización de trabajos específicos, concretos y de carácter extraordinario o de urgencia; y para la colaboración temporal en las tareas de la respectiva dependencia administrativa en consideración del volumen de la gestión encomendada y cuando ésta no pueda ser abordada mediante los funcionarios de carrera de los que disponga el Ministerio u organismo.

			La principal innovación aportada por la LFCE fue, sin duda, la creación de los denominados Cuerpos Generales (originariamente, el Técnico, el Administrativo, el Auxiliar y el Subalterno), concebidos como unos Cuerpos de carácter generalista e interdepartamental, encargados del desempeño de las funciones comunes al ejercicio de la actividad administrativa. Con ello, a la vez que se favorecía la movilidad de los funcionarios de unos Ministerios a otros, se conseguía liminar la influencia de los Cuerpos Especiales o facultativos, cuya creación tenía que hacerse por Ley (art. 24.2), y para los cuales se reservaban taxativamente una serie de plazas [arts. 23.1 y 53.1 a)], en concreto, sólo aquellas por las que se «ejercen actividades que constituyen el objeto de una peculiar carrera o profesión y los que tienen asignado dicho carácter por razón de las circunstancias concurrentes en la función administrativa que le está encomendada» (art. 24.1). Por tanto, el grueso de los puestos de trabajo de los distintos ministerios —esto es, todos aquellos cuya componente era esencialmente burocrática— habrían de ser desempeñados por funcionarios de los Cuerpos Generales [art. 53.1 a)].

			Según lo determinado por el art. 23 de la LFCE, los funcionarios del Cuerpo Técnico de la Administración Civil realizarán las funciones de gestión, estudio y propuesta de carácter administrativo de nivel superior y tendrían que estar en posesión de un título de enseñanza superior universitaria o técnica, correspondiendo los puestos de mayor responsabilidad de este Cuerpo a quienes ostentasen el diploma de directivos. A los funcionarios del Cuerpo Administrativo, para cuyo ingreso se requería la posesión del título de Bachiller Superior o equivalente, se les asignaban las tareas administrativas de trámite y colaboración no asignadas al Cuerpo Técnico. Los funcionarios pertenecientes al Cuerpo de Auxiliares debían poseer título de enseñanza media elemental y tenían como cometidos los trabajos de taquigrafía, mecanografía, despacho de correspondencia, cálculo sencillo, manejo de máquinas y otros similares. Por último, los funcionarios de los Cuerpos Subalternos se ocupaban de tareas de vigilancia, custodia, porteo y otras análogas, habiendo estar en posesión del título de estudios primarios.

			La LFCE pretendió también racionalizar las necesidades de personal de la Administración instaurando las plantillas orgánicas y las clasificaciones de puestos de trabajo y haciendo desaparecer las categorías personales de los funcionarios que la anterior normativa, como vimos, había establecido. En este sentido, el art. 52 determinaba que la clasificación de los puestos de trabajo se haría de acuerdo con las bases que estableciese el Consejo de Ministros, bases que, según ya hemos indicado, tendrían que respetar las reservas expresas que, a favor de los Cuerpos Generales, se fijaban para el desempeño de los puestos de trabajo de carácter predominantemente burocrático. A su vez, las plantillas orgánicas debían ajustarse a las necesidades de los servicios y ser revisadas cada cuatro años, teniendo en cuenta los principios de productividad creciente, racionalización y mejor organización del trabajo, con los objetivos confesados de lograr «una reducción de las mismas, con la consiguiente disminución del gasto público» (art. 52.3).

			Particularmente crítico con estas aportaciones se muestra R. Parada. Para él, la desaparición de las categorías y su sustitución por la clasificación de los puestos de trabajo entrañó que se desjerarquizaran los Cuerpos: «el clasismo o aristocratismo inglés entró por esta vía y servirá para asignar de forma igualitaria en función del título exigido para el ingreso de las retribuciones básicas, de forma tal que el recién ingresado se equipara al funcionario del mismo cuerpo que está al final de su vida administrativa; igual es también para todos los miembros del cuerpo el derecho a ocupar los puestos de trabajo o plazas de mayor jerarquía funcional, con lo que, salvo algunas excepciones, como los miembros de la carrera diplomática, la libre designación se implanta como norma y con ella la ruina del principio de carrera».

			Por lo demás, la Ley, que contenía una completa regulación de la relación estatutaria de los funcionarios en la que se abordaban aspectos como el de las incompatibilidades (arts. 82-86) o las situaciones administrativas (arts. 40-51) hasta entonces ignotos en los textos anteriores, se mostraba también particularmente interesada en la centralización orgánica de las competencias sobre Función Pública, concentración que se hacía descansar en el Consejo de Ministros, el Ministerio de Hacienda y la Comisión Superior de Personal.

			4. LA LEY DE MEDIDAS PARA LA REFORMA DE LA FUNCIÓN PÚBLICA


			Tras la promulgación de la Constitución de 1978, cuya significación para el diseño de la Función Pública se estudiará en un apartado específico, la Ley 30/1984, de 2 de agosto, abordó una reforma parcial de la Ley de Funcionarios Civiles del Estado de 1964. Esta Ley de Medidas para la Reforma de la Función Pública (LMRFP), objeto a su vez de diversas modificaciones, ha constituido hasta el reciente Estatuto Básico del Empleado Público la única regulación estatal en materia de Función Pública abordada tras la Constitución. Las razones de ello pueden ser variadas, aunque, sin duda, pesó el nuevo marco de distribución de competencias entre el Estado y las Comunidades Autónomas sentado por la Constitución que propugnaba una cierta estabilidad en el mantenimiento de las bases estatales en materia de Función Pública.

			En efecto, la finalidad de la LMRFP era establecer las bases del régimen estatutario de los funcionarios públicos, conforme a lo que al respecto estipula el art. 149.1.18 CE; bases particularizadas por su art. 1.3 y que habrían de ser el punto de partida y el límite a partir de los cuales se produjesen las respectivas legislaciones autonómicas en materia de función pública.

			En este sentido, no hay que olvidar que una de las cuestiones que debió abordar esta Ley fue la del estatus de los funcionarios estatales transferidos a las Comunidades Autónomas, tarea que había principiado ya la Ley del Proceso Autonómico (arts. 24-31) y que la Ley de Medidas reguló con carácter básico en su art. 12.

			En sus líneas generales, la LMRFP siguió el cauce abierto por la Ley de Funcionarios Civiles del Estado, profundizando en alguno de sus objetivos. En materia de Cuerpos, la Ley continuó la lucha contra el corporativismo (de «obsesión anticorporativa» y de «satanización de los cuerpos de funcionarios», habla R. Parada). Así, a la vez que creaba el Cuerpo general e interministerial de Gestión de la Administración Civil del Estado (Disposición adicional 2.ª), procedía a una discutible y no siempre ponderada reducción e integración de los Cuerpos hasta entonces existentes (Disposición adicional 9.ª); y prohibía que los Cuerpos y Escalas de Funcionarios tuviesen asignadas facultades, funciones o atribuciones propias de los órganos administrativos (art. 26), con lo que se trataba de poner coto a la patrimonialización que determinados Cuerpos de Funcionarios habían hecho de ciertos Ministerios. Además, para reforzar esta determinación, el art. 15.2 proclamaba que los puestos de trabajo serían de adscripción indistinta para todos los funcionarios incluidos en el ámbito de aplicación de la Ley, de modo que «únicamente podrán adscribirse con carácter exclusivo puestos de trabajo a funcionarios de un determinado Cuerpo o Escala cuando tal adscripción se derive necesariamente de la naturaleza y de la función a desempeñar en ellos y en tal sentido lo determine el Gobierno».

			Por otra parte, la LMRFP pretendía que la carrera administrativa del funcionario girase en torno a la idea del sucesivo desempeño de puestos de trabajo. Para ello, a cada Cuerpos de Funcionarios se le asignaba un intervalo de niveles, en función del grupo de titulación exigida para su ingreso. Conforme a ello, cada funcionario podía desempeñar —en principio, como hemos dicho, indistintamente— puestos de trabajo que se encontrasen dentro de la secuencia de niveles asignada a su Cuerpo de pertenencia, y a los que podría acceder mediante concurso o por libre designación. La carrera administrativa del funcionario se completaba mediante el grado personal que cada uno ostentase y que se adquiría, según el art. 21 de la Ley, de dos formas: bien por el desempeño de uno o más puestos de nivel correspondiente durante dos años continuados o tres con interrupción, bien mediante la superación de cursos específicos u otros requisitos objetivos. El grado personal, además de ser uno de los elementos que se ponderaba en los concursos de méritos, aseguraba al funcionario tanto un complemento retributivo de destino, como la garantía de que no iba a cubrir puestos de trabajo inferiores en dos niveles al grado que ostentase.

			De todos modos, no puede estimarse que la reforma operada por la Ley 30/1984 consiguiese los efectos deseados. Para empezar, el abuso en la utilización de la libre designación como forma de provisión de los puestos de trabajo obligó a que, a instancias de la jurisprudencia constitucional, se verificara un cambio de rumbo al respecto: la Ley 23/1988, de 28 de julio, determinó que, mediante el sistema de libre designación, sólo podrían cubrirse aquellos puestos que así se expresasen en las relaciones de puestos de trabajo, atendiendo a la naturaleza de las funciones, previsión que, con respecto a la Administración del Estado, significó que la excepción únicamente abrazase a los altos cargos, los puestos directivos y los puestos de trabajo de especial responsabilidad.

			La misma Ley 23/1988 reformó asimismo las rigideces creadas por la regulación excesivamente encorsetada del grado personal llevada a término por la Ley 30/1984: la previsión de ésta de que ningún funcionario pudiese obtener un puesto superior en dos niveles a su grado personal fue eliminada por la Ley 23/1988, de manera que el funcionario podría. ocupar cualquier puesto de trabajo dentro del intervalo de su cuerpo o escala.

			Con independencia de estas modificaciones propiciadas por la Ley 23/1988, lo cierto es que, como decimos, el objetivo de desarrollar una verdadera carrera administrativa no se ha conseguido, en parte, porque las Administraciones han diseñado unos intervalos de niveles tan exiguos que en muchos cuerpos o escalas de funcionarios éstos consiguen en poco tiempo el máximo grado personal, por lo que, a falta de otros incentivos, se produce un importante abandono de la Función Pública especialmente intensa en algunos cuerpos superiores de la Administración. Además, la superposición de niveles entre grupos determina que, desde el punto retributivo, un funcionario de un grupo inferior pudiese cobrar más que otro del grupo superior que cubriese uno de los puestos de trabajo de nivel inferior de los asignados a su cuerpo. Aparte de ello, como nota M. Sánchez Morón, el modelo de carrera fundado esencialmente en alcanzar sucesivamente puestos de trabajo de mayor nivel ha generado una excesiva movilidad voluntaria del personal, en busca de mejoras retributivas, lo que, a la postre, ha terminado por perjudicar al propio funcionamiento interno de la Administración por los continuos cambios de titulares en los puestos de trabajo que esta movilidad lleva consigo.

			La LMRFP, lejos de corregir la tendencia hacia la laboralización del empleo público a la que había abierto la puerta la Ley de Funcionarios Civiles del Estado, la consagró con toda naturalidad y sin tinte alguno de excepcionalidad en el ámbito de la Administración del Estado. Fue, de nuevo, la Ley 23/1988, la que corrigió tales excesos otorgando una nueva redacción al art. 15.1 c) de la Ley de Medidas en cuya virtud se establece «con carácter general» que los puestos de trabajo en la Administración del Estado se cubran por funcionarios, indicando a continuación y con claros ribetes de excepcionalidad los puestos que específicamente podrían ser abiertos por las respectivas relaciones de puestos de trabajo a la contratación laboral.

			En definitiva, pese al carácter un tanto provisional que cabría deducir de su denominación y pese a las modificaciones de distinto calibre de que ha sido objeto, lo cierto es que la Ley de Medidas de la Reforma de la Función, aún vigente en alguno de sus preceptos, ha constituido la legislación básica en materia de función pública durante buena parte del período de tiempo posterior a la Constitución de 1978; una tarea en la que se ha visto complementada por las Leyes de Órganos de representación, determinación de las condiciones de trabajo y participación del personal al servicio de las Administraciones Públicas (Ley 9/1987, de 12 de junio) —ahora derogada por el EBEP—, y de Incompatibilidades (Ley 53/1984, de 26 de diciembre), y por los abundantes Reglamentos producidos al respecto.

			Se habla, en concreto, de los siguientes Reglamentos: Reglamento General de Ingreso del Personal al Servicio de la Administración General del Estado y de Provisión de Puestos de Trabajo y Promoción Profesional de los Funcionarios Civiles de la Administración General del Estado (RD 364/1995, de 10 de marzo); Reglamento de Situaciones Administrativas (RD 365/1995, de 10 de marzo); y el Reglamento de Régimen Disciplinario (RD 33/1986, de 10 de enero).

			III. LA FUNCIÓN PÚBLICA EN LA CONSTITUCIÓN DE 1978

			Haciendo abstracción de otras referencias más indirectas, la Función Pública es objeto de atención constitucional en dos preceptos. Por un lado, el art. 103.3 CE garantiza el carácter estatutario de la relación funcionarial y la somete a reserva de Ley; por otro lado, el art. 149.1.18 CE atribuye al Estado la competencia exclusiva para el establecimiento de las bases del régimen estatutario de los funcionarios de las Administraciones Públicas. Ambos preceptos responden a finalidades muy distintas. A diferencia del art. 149.1.18 CE, el art. 103.3 CE no es un título competencial, sino una determinación sustantiva que, sin prejuzgar el legislador competente para actuar la reserva de Ley existente en la materia, obliga a que la Ley aborde por sí misma todos aquellos contenidos de la relación funcionarial que a los ojos de la comunidad social la hacen reconocible como relación estatutaria. Por consiguiente, la pretendida homogeneidad o «unidad sustancial» de la Función Pública en un Estado complejo como es el nuestro, derivaría, como bien advierte J. Fuentetaja Pastor, del uso real que el Estado haga de su potestad legislativa básica, y no de las virtualidades intrínsecas del art. 103.3 CE.

			1. LA RELACIÓN FUNCIONARIAL COMO RELACIÓN ESTATUTARIA


			Como decimos, el art. 103.3 CE somete a reserva de Ley la regulación del estatuto de los funcionarios públicos, así como «el acceso a la función pública de acuerdo con los principios de mérito y capacidad, las peculiaridades del ejercicio de su derecho a sindicación, el sistema de incompatibilidades y las garantías para la imparcialidad en el ejercicio de sus funciones». La redacción del precepto constitucional suscita dudas importantes, puesto que no se sabe bien si esos otros aspectos que quedan sujetos igualmente a reserva de Ley son para el constituyente parte integrante del sinalagma propio de la relación estatutaria del funcionario público, o si, por el contrario, constituyen cuerpos extraños a aquella relación, a los que, sin embargo, por la conexión que guardan con ésta, conviene sujetar al mismo régimen de reserva. Con mayor propiedad, la jurisprudencia constitucional, aun reconociendo que el régimen estatutario representa «un ámbito cuyos contornos no pueden definirse en abstracto y a priori», ha entendido que, dentro del contenido de dicho régimen, han de quedar comprendidos, al menos, los siguientes aspectos: la normativa concerniente a la adquisición y pérdida de la condición de funcionario; las condiciones de promoción en la carrera administrativa y a las situaciones que en ésta pueden darse; los derechos, deberes y responsabilidad de los funcionarios y su régimen disciplinario; la creación e integración, en su caso, de Cuerpos y Escalas de Funcionarios; y el modo de provisión de puestos de trabajo al servicio de la Administraciones Públicas (SSTC 99/1987, de 11 de junio; 76/1983, de 5 de agosto; 56/1990, de 29 de marzo; 37/2002, de 14 de febrero; 163/2012, de 20 de septiembre y 165/2013, de 26 de septiembre, entre otras).

			Recientemente, ha sido objeto de gran controversia la cuestión de si la fijación de la jornada mínima semanal de trabajo para los funcionarios forma parte de este régimen estatutario. Saliendo al paso de algunas Leyes autonómicas (Decreto-Ley de la Junta de Andalucía 5/2016, de 11 de octubre) que fijaron la jornada de los empleados públicos en 35 horas en contra de las 37 horas y media semanales establecidas para todo el Sector Público por la Disposición Adicional 71.ª de la Ley de Presupuestos Generales del Estado para 2012 (Ley 2/2012, de 29 de junio), la jurisprudencia constitucional así lo ha entendido, considerando además que su determinación debe correr a cuenta del Estado, puesto que, mediante tal determinación, se garantiza un mínimo de homogeneidad en un aspecto central de dicho régimen, consiguiéndose al tiempo una utilización racional del funcionariado existente (STC 142/2017, de 12 de diciembre). Es más, sobre la base de las competencias estatales en materia de legislación laboral (art. 149.1.17 CE) ha estimado que dicha determinación es asimismo posible en relación con los restantes empleados públicos que no tienen la condición de funcionarios [SSTC 99 y 158/2016, de 5 de mayo y de 22 de septiembre, respectivamente]. Precisamente, usando de estas facultades, la Disposición Adicional 142.ª de la Ley de Presupuestos Generales del Estado para 2018 (Ley 6/2018, de 3 de julio), habilita para que cada Administración Pública pueda establecer en sus calendarios laborales otras jornadas ordinarias de trabajo distintas de la establecida con carácter general, o un reparto anual de la jornada en atención a las particularidades de cada función «siempre y cuando en el ejercicio presupuestario anterior se hubieran cumplido los objetivos de estabilidad presupuestaria, deuda pública y la regla de gasto».

			Todos estos aspectos son, por tanto, los que quedan sujetos a la reserva de Ley establecida por el art. 103.3 CE. Una reserva de Ley que, aunque admite la colaboración reglamentaria, resulta particularmente exigente para el propio legislador al que la jurisprudencia constitucional le ha prohibido expresamente que realice regulaciones que encierren, en puridad, deslegalizaciones encubiertas. Probablemente, el sentido de algunas de esas especificaciones, que el propio art. 103.3 CE realiza, vayan precisamente en la dirección de establecer límites al propio legislador. En concreto, cuando el precepto constitucional emplaza al legislador a que, por ley, establezca «las garantías para la imparcialidad en el ejercicio de sus funciones», está marcando, a la vez, un límite y una directriz al legislador; le indica que la reserva de Ley ha de tener la densidad normativa suficiente para que aquellas garantías —que son las que justifican la existencia misma de la relación estatutaria— alcancen plenitud. De otro modo, la relación funcionarial quedaría desfigurada como relación estatutaria.

			En el fundamento jurídico 3 C) de la STC 99/1987, de 11 de junio, el Tribunal Constitucional ha afirmado muy tajantemente que: «esta normación (…) habrá de ser dispuesta por el legislador en términos tales que, de conformidad con lo antes observado, sea reconocible en la Ley misma una determinación material suficiente de los ámbitos así incluidos en el Estatuto funcionarial, descartándose de este modo, todo apoderamiento explícito o implícito a la potestad reglamentaria para sustituir a la norma de Ley en la labor que la Constitución le encomienda. Si estos límites se respetan no podrá decirse inconstitucional la remisión legal al Reglamento (…). Se trata, pues, de apreciar si en los concretos preceptos de Ley que se impugnan se ha incurrido o no, por referencia a esta reserva constitucional, en la deslegalización encubierta que denuncian los recurrentes»

			Ahora bien, hemos de dejar muy claro que la reserva de Ley para la regulación del estatuto funcionarial más que garantizar la posición del funcionario como individuo, garantiza el ejercicio de sus funciones como parte o medio personal de la Administración. Por ello, la lectura del art. 103.3 CE no puede hacerse aisladamente, sino teniendo a la vista de cara a su interpretación lo dispuesto por el apartado 1.º del propio art. 103 CE. La objetividad con la que la Administración sirve los intereses generales se construye a partir de la imparcialidad e independencia con la que deben actuar los agentes que sirven esos intereses generales, por lo que, a la postre, la garantía constitucional que el art. 103.3 CE establece a favor de la relación estatutaria deviene en garantía de los propios intereses generales. Ello explica, como con acierto razona J. Fuentetaja, que la reserva de Ley en materia funcionarial represente también una defensa del propio sistema de función pública frente a los propios funcionarios que podrían desvirtuarla a través del ejercicio de su negociación colectiva, dentro de ese proceso de desnaturalización del carácter estatutario de la relación funcionarial producto de la intromisión del Derecho Laboral en la regulación de esta relación. Desde este punto de vista, la jurisprudencia constitucional, que partió de posturas muy rígidas con respecto al papel que la negociación colectiva había de tener en la caracterización jurídica de la relación estatutaria de los funcionarios, ha terminado por equipararla con la labor de complementación que realiza el Reglamento (STC 1/2003, de 16 de julio).

			Es necesario resaltar también que la reserva de Ley que, para la regulación general del estatuto de los funcionarios públicos, prevé el art. 103.3 CE coexiste con otras previsiones constitucionales que formulan reservas de Ley, sin duda más exigentes, para la regulación del estatuto de determinados colectivos de funcionarios. El art. 104.2 representa un buen paradigma de ello cuando requiere una ley orgánica para determinar las funciones, principios básicos de actuación y estatutos de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, circunstancia que se ha traducido en la aprobación de una panoplia de Leyes Orgánicas concernientes al establecimiento de la regulación jurídica de esta categoría de funcionarios. Además de esto, la reserva de Ley general —por así llamarla— del art. 103.3 CE se eleva, en ocasiones, a las exigencias de Ley Orgánica por la implicación y afectación que pueden producirse de derechos y libertades fundamentales de los funcionarios: por ejemplo, las «peculiaridades del ejercicio de su derecho de sindicación», a las que alude el propio art. 103.3 CE, enlazan muy directamente con las previsiones contenidas en el art. 28.1 CE, conforme al cual la Ley —la Ley Orgánica— no sólo puede establecer peculiaridades en el ejercicio del derecho de sindicación de los funcionarios públicos, sino que, incluso, puede llegar a limitarlo o exceptuarlo en relación con los funcionarios públicos pertenecientes a las Fuerzas y Cuerpos armados.

			En el sentido de lo que se dice en el texto, son diversas las Leyes Orgánicas que regulan el estatuto funcionarial de los integrantes de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad de Seguridad: la Ley Orgánica 2/1986, de 13 de marzo, de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado (LOFCSE); las Leyes Orgánicas 11 y 12/2007, de 22 de octubre, reguladoras de los derechos y deberes de los miembros de la Guardia Civil y de su régimen disciplinario, respectivamente; y la Ley Orgánica 4/2010, de 20 de mayo, de régimen disciplinario del Cuerpo Nacional de Policía.

			En definitiva, la reserva constitucional de Ley establecida de cara a la regulación del estatuto de los funcionarios públicos presenta, como se ve, unas características propias. Es verdad que, en principio y salvo que entrañe la afectación directa de derechos fundamentales, no ha de respetar las garantías de esencialidad contenidas en el art. 53.1 CE. Es verdad que tampoco se configura constitucionalmente como una reserva absoluta de Ley que vede la colaboración reglamentaria o que prohíba la regulación de ciertos aspectos del estatuto funcionarial a través de la negociación colectiva. Sin embargo, también es verdad que presenta, en primer lugar, una fisonomía poliédrica, en el sentido de que de que la reserva de Ley general del art. 103.3 convive con otras reservas de Ley especiales fijadas constitucionalmente para la determinación del régimen estatutario de algunos colectivos funcionariales. En segundo lugar, que la reserva de Ley del art. 103.3 CE no se encuentre afectada por el «límite de límites» que impone el art. 53.1 CE tampoco supone que el legislador pueda cumplir aquí su función constitucional remitiendo al Reglamento la determinación del estatuto funcionarial. La opción preferencial que, como a continuación veremos, la Constitución ha establecido a favor de la teoría estatutaria de la Función Pública y esas particulares exigencias de garantizar la imparcialidad de los funcionarios en el ejercicio de sus funciones marcan al legislador unos límites y exigencias claras en orden a abordar a través de la Ley un contenido esencialista del estatuto funcionarial que lo haga reconocible a los ojos de la comunidad social.

			Dando un paso más, la jurisprudencia constitucional ha subrayado que la Constitución ha optado «por un régimen estatutario, con carácter general, para los servidores públicos», esto es, existe en ella una clara «opción constitucional preferencial por los funcionarios» (SSTC 99/1987, de 11 de junio, 129/1987, de 16 de julio y 293/1993, de 18 de octubre). Esto implica que el constituyente español optó abiertamente por la teoría estatutaria de la relación funcionarial, cuyos caracteres más sobresalientes han quedado puestos de realce más atrás. Ahora bien, la jurisprudencia constitucional no traduce esta preferencia en términos de exclusividad. La penetración de los contratados laborales en el seno de nuestras Administraciones Públicas, iniciada por la Ley de Funcionarios Civiles del Estado y llevada hasta el paroxismo por parte de la LMRFP, es un hecho que la jurisprudencia constitucional ha admitido y no ha reputado contrario a la Constitución (STC 37/2002, de 14 de febrero). Según esta jurisprudencia, el punto clave que debe dilucidar el legislador ordinario es el de qué funciones, actividades o tareas tienen que ser desempeñadas necesariamente por los funcionarios públicos y cuáles, en cambio, pueden ser confiadas a los empleados laborales de las Administraciones Públicas. La STC 99/1987 reputó inconstitucional la redacción originaria del art. 15 de la Ley LMRFP porque confiaba esta delimitación a la potestad reglamentaria de los Ministros y a las relaciones de puestos de trabajo, «atendiendo a la naturaleza del contenido» de los puestos de trabajo; declaración que motivó la amplia y satisfactoria regulación que, al respecto, establece hoy el art. 15.1 c) de la LMRFP, conforme a la redacción dada por la Ley 23/1988.

			Sin embargo, con ello la cuestión dista de quedar resuelta. Para empezar, el art. 15 de la Ley de Medidas —que no ha sido derogado por el Estatuto Básico del Empleado Público— sólo resulta aplicable a la Administración del Estado, lo que ha determinado una variopinta regulación al respecto por parte de las Comunidades Autónomas, las cuales, respetando —eso sí— las exigencias de que esta delimitación se efectúe por ley han llegado en muchos casos a soluciones paradójicas y contradictorias, como tendremos ocasión de exponer en la lección 2. Por lo demás, pese a la buena voluntad del art. 9.2 EBEP, lo cierto es que el carácter ambiguo y excesivamente genérico de este precepto impiden la posesión de unos criterios precisos acerca de cuáles son las funciones o tareas que pueden desempeñar los contratados laborales.

			De todos modos, pensamos con M. Sánchez Morón que, por encima de estas dificultades y admitiendo la legitimidad de esta dualidad de vínculos jurídicos —funcionarial y laboral— existentes, del art. 103.3 CE dimana una garantía de profesionalidad que afecta a todos los servidores públicos, cualquiera que sea la naturaleza jurídica de la relación que le vincula con la Administración. Además, como bien expone este autor, «existen ciertos elementos de ius cogens, característicos del Derecho Público, en cuanto que tienden a proteger bienes jurídicos públicos, que no pueden dejar de aplicarse a las relaciones de empleo público, cualquiera que sea la normativa general por la que se rijan», entre ellos: los límites que padece la negociación colectiva cuando el empleador es la Administración Pública; la imposibilidad de que, mediante la autonomía colectiva, se alteren determinadas disposiciones presupuestarias aplicables a las Administraciones Públicas; la necesidad de que los principios de mérito y de capacidad se respeten asimismo en la selección y promoción profesional del personal laboral; o las peculiaridades y limitaciones que derechos colectivos de los trabajadores públicos —como el de la huelga— pueden experimentar en razón de la esencialidad de los servicios públicos de que se trate.

			En todo caso, como ya destacamos más arriba, las inferencias entre el Derecho Público y el Derecho Laboral han sido recíprocas. La teoría estatutaria de la relación funcionarial ha perdido gran parte de su pureza dogmática desde el punto y hora en que en la regulación jurídica de esta relación se incorporan elementos provenientes de la negociación colectiva entre los funcionarios y la Administración que afectan a aspectos y contenidos muy importantes de la relación funcionarial. A la inversa, tampoco a los empleados laborales se le aplica el Derecho Laboral que se le aplica al resto de trabajadores, sino que, como se ha visto, esta aplicación se hace con muchísimos matices dimanantes de los intereses y bienes públicos en liza. Precisamente, esta es la razón de que el Estatuto Básico del Empleado Público haya cambiado la denominación y la dinámica de las tradicionales Leyes de Función Pública para intentar abordar una regulación común que comprenda —con las debidas matizaciones— a todos cuantos trabajan bajo el mismo techo de las Administraciones Públicas.

			2. LA DISTRIBUCIÓN DE COMPETENCIAS EN MATERIA DE FUNCIÓN PÚBLICA


			Como ya avanzamos, el art. 149.1.18 CE atribuye al Estado la competencia exclusiva para el establecimiento de las bases del régimen estatutario de los funcionarios de las Administraciones Públicas. No vamos a detenernos aquí en cuestiones que ya han sido abordados en otros volúmenes de esta obra acerca del significado, las características y la funcionalidad de las normas básicas. Sí conviene recordar que algunas de las exigencias que la jurisprudencia constitucional impone a las bases estatales han sido objeto de particular aplicación en materia de función pública: así, por ejemplo, la exigencia de que lo básico se determine por norma con rango de Ley y de que, en todo caso, se exprese o se deduzca muy claramente su condición de norma básica llevó al Tribunal Constitucional a negar el carácter básico a determinados preceptos de la Ley de Funcionarios Civiles del Estado (SSTC 37/2002, de 14 de febrero y 1/2003, de 16 de enero).

			Pese a que, según se anticipó, los arts. 149.1.18 y 103.3 CE responden a finalidades diversas, la verdad es que en la práctica la jurisprudencia constitucional se ha servido de éste último para delimitar el alcance substantivo de la competencia estatal sobre el régimen estatutario funcionarial (SSTC 99/1987, de 11 de junio; 56/1990, de 29 de marzo; y 37/2002, de 14 de febrero), con lo que, a la postre, ha terminado por identificarse el contenido de ambos preceptos. Este desenfoque ha dado lugar en algunas ocasiones a regulaciones básicas estatales muy extensas que dejan poco margen a la normativa autonómica de desarrollo legislativo.

			Recientemente, ha sucedido así con la normativa básica estatal referida a los funcionarios de Administración Local con habilitación de carácter nacional: prácticamente, el legislador básico estatal no ha otorgado al legislador autonómico juego alguno ni en la regulación ni en los aspectos ejecutivos relativos a esta tipología de personal. El legislador estatal ha entendido que la mejor forma de pertrechar la posición jurídica de los Secretarios e Interventores locales frente a las Corporaciones en las que prestan servicios pasa porque sea la Administración del Estado la que asuma incluso la ejecución de la normativa básica estatal.

			A partir de las previsiones básicas estatales, las Comunidades Autónomas han desarrollado sus propias Leyes de Función Pública, valiéndose para ello, a falta de título específico, de las competencias que, en general, ostentan para la regulación de sus respectivas Administraciones Públicas. Precisamente, como resalta J. Fuentetaja, el hecho de que la competencia autonómica para la regulación de su función pública se anude constitucionalmente a los títulos competenciales relativos a la regulación de sus Administraciones Públicas y no a los referidos a sus instituciones de autogobierno, ha propiciado que la función pública se sitúe en el adecuado nivel administrativo y no en el político, evitando que la legislación autonómica de función pública se sustraiga a las determinaciones del art. 149.1.18 CE (SSTC 76/1983, de 5 de agosto; y 132/2012, de 19 de junio).

			Todas las Comunidades Autónomas disponen de Leyes o normas con rango de Ley mediante las cuales han ordenado sus respectivas funciones públicas, y todas estas dichas disposiciones han sido además objeto de innumerables modificaciones, unas de calado y específicas, y muchas de ellas, de carácter coyuntural y realizadas al hilo de las Leyes de Presupuestos o de Leyes de Medidas. El volumen de estas modificaciones es lo que ha motivado que algunas Comunidades hayan recurrido a la técnica de los Textos Refundidos. En concreto, las disposiciones base en materia de función pública autonómica vigentes en la actualidad son los siguientes: País Vasco [Ley 6/1989, de 6 de julio, de Función Pública, y Ley 1/2004, de 25 de febrero, de Ordenación de los Cuerpos y Escalas de la Administración General de la Comunidad Autónoma de Euskadi y sus Organismos Autónomos]; Cataluña [Decreto Legislativo 1/1997, de 31 de octubre, por el que se aprueba el Texto Refundido de las disposiciones legales vigentes en materia de Función Pública, y Ley 8/2006, de 5 de julio, de Conciliación de la vida personal, familiar y laboral]; Galicia [Decreto Legislativo 1/2008, de 13 de marzo, Texto Refundido de la Función Pública, y Ley 2/2015, de 29 de abril, de Empleo Público]; Andalucía [Ley 6/1985, de 28 de noviembre, de Ordenación de la Función Pública de la Junta de Andalucía]; Asturias [Ley 3/1985, de 26 de diciembre, de Ordenación de la Función Pública del Principado de Asturias]; Cantabria [Ley 4/1993, de 10 de marzo, de Función Pública]; La Rioja [Ley 3/1990, de 29 de junio, de Función Pública de la Administración de la Comunidad Autónoma]; Murcia [Decreto Legislativo 1/2000, de 15 de diciembre, Texto Refundido de la Ordenación de Cuerpos y Escalas de la Administración Pública; Decreto Legislativo 1/2001, de 26 de enero, Texto Refundido de la Función Pública, y Ley 5/2012, de 29 de junio, de ajuste presupuestario y medidas en materia de función pública]; Valencia [Ley 10/2010, de 9 de julio, de Ordenación y Gestión de la Función Pública, modificada por Ley 11/2017, de 19 de mayo]; Aragón [Decreto Legislativo 1/1991, de 19 de febrero, Texto Refundido de la Función Pública]; Castilla-La Mancha [Ley 4/2011, de 10 de marzo, de Empleo Público]; Canarias [Ley 2/1987, de 30 de marzo, de Función Pública]; Navarra [Decreto Foral legislativo 251/1993, de 30 de agosto, Texto Refundido del Estatuto del personal al servicio de las Administraciones Públicas de Navarra, y Ley Foral 13/2012, de 21 de junio, de Medidas Urgentes]; Extremadura [Ley 13/2015, de 8 de abril, de Función Pública, modificada por Ley 9/2016, de 12 de diciembre]; Baleares [Leyes 2 y 3/2007, de 16 y 27 de marzo, de Cuerpos y Escalas de la Administración de las Islas Baleares, y de Función Pública, respectivamente]; Madrid [Ley 1/1986, de 10 de abril, de Función Pública] y Castilla y León [Ley 7/2005, de 24 de mayo, de Función Pública].

			Como complemento de todo lo anterior, hay que recordar también que la gran mayoría de estas Leyes autonómicas han sido objeto de un completo desarrollo reglamentario en sus aspectos disciplinarios, de situaciones administrativas, de vacaciones, licencias y permisos, y de ingreso, provisión y carrera administrativa. Además, al margen de que, como se relata en la lección 2, haya regulaciones específicas para distintos sectores de la Función Pública, debe dejarse constancia de que se han producido también Leyes autonómicas para la ordenación de la carrera horizontal (Ley del Principado de Asturias 5/2009, de 29 de diciembre); para el establecimiento de medidas de capacitación lingüística para la recuperación del uso del catalán en el ámbito de la Función Pública (Ley de la Generalidad de Cataluña 4/2016, de 6 de abril); o para regular la autoridad de los profesionales del Sistema Sanitario y de Servicios Sociales Públicos de Aragón (Ley 9/2013, de 28 de noviembre).Otra de las peculiaridades que ofrece la legislación estatal básica en materia de función pública es que, a diferencia de cuanto acontece en otras materias, en las que lo básico tiene un alcance general único para toda ella, aquí lo básico no sólo no se ultima en una sola norma legal, sino que tampoco tiene un alcance general para todos los funcionarios, puesto que hay funcionarios que disponen de sus propias normas básicas —como los de Administración Local— y territorios del Estado español —como la Comunidad Foral de Navarra y el País Vasco (Disposición Adicional 2.ª EBEP)— en los que las determinaciones básicas se aplican de acuerdo con lo establecido en la Disposición Adicional primera de la CE.

			IV. EL ESTATUTO BÁSICO DEL EMPLEADO PÚBLICO

			1. DE LA LEY 7/2007, DE 12 DE ABRIL, AL TEXTO REFUNDIDO DEL ESTATUTO BÁSICO DEL EMPLEADO PÚBLICO


			La culminación de todo este largo rosario de normas estatales, a través de las cuales se han ido fraguando los rasgos más destacables de nuestro sistema de función pública, concluye de momento con la Ley 7/2007, de 12 de abril, mediante la que se aprueba el Estatuto Básico del Empleado Público. Como ahora después veremos, la voluntad de esta norma era dar estabilidad a las bases estatales propiciando su desarrollo legislativo tanto por parte de las Comunidades Autónomas como por parte del propio Estado. Sin embargo, la realidad ha pintado de otro modo, y ha hecho coincidir la publicación del EBEP con el momento en que la crisis económica comenzaba a dejar sentir sus efectos. Tan fatal coincidencia ha determinado que aquellos desarrollos legislativos apenas si se han producido, dando lugar en cambio a la aprobación de una serie bastante relevante de modificaciones coyunturales del propio EBEP que han obligado al legislador estatal a integrarlas dentro de un Texto Refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público (Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre).

			Como después diremos, las modificaciones operadas en el EBEP han sido muy numerosas, siendo tal vez las más importantes las llevadas a cabo por el Real Decreto-Ley 20/2012, de 13 de julio y por la Ley 15/2014, de 16 de septiembre. Esta circunstancia movió a que el art. 1 g) de la Ley 20/2014, de 29 de octubre, otorgase al Gobierno la autorización para dictar un Texto Refundido mediante el que se integrasen, debidamente regularizadas, aclaradas y armonizadas, la Ley 7/2007, de 12 de abril y las disposiciones en materia régimen jurídico del empleo público contenidas en normas con rango de Ley que la hayan modificado, «y las que, afectando a su ámbito material, puedan, en su caso, promulgarse antes de la aprobación por Consejo de Ministros de los textos refundidos que procedan y así se haya previsto en las mismas», anotación ésta última de la Ley 20/2014 que proporciona cumplida noticia de la extrema provisionalidad y coyunturalidad normativa en las que nos movemos. Buena prueba de esta coyunturalidad es que, con posterioridad a la publicación del Texto Refundido del EBEP, han continuado las modificaciones parciales: la más reciente la operada por la Disposición final 38.ª, apartado 3.º de la Ley de Presupuestos Generales del Estado para 2018 (Ley 6/2018, de 3 de julio), que ha modificado lo relativo a los permisos de paternidad [art. 49 c), primer párrafo, EBEP]

			La elaboración del EBEP fue, en todo caso, un proceso lento que vino precedido por los trabajos y conclusiones desarrollados por una Comisión de Expertos. El resultado ha sido un texto, sin duda, complejo tanto desde el punto de visto competencial como desde el punto de vista de su ámbito de aplicación.

			2. LAS PECULIARIDADES Y LA FISONOMÍA DEL EBEP DESDE EL PUNTO DE VISTA COMPETENCIAL


			El EBEP se dicta, en efecto, sobre la base de tres títulos competenciales del Estado, los contenidos en los apartados 7.º, 13.º y 18.º del art. 149.1 CE. Esto quiere decir que el EBEP contiene preceptos que son básicos —los conectados con estos dos últimos apartados— y disposiciones que, en cambio, son plenas —las vinculadas al art. 149.1.7 CE—. Detectar éstas últimas no debería ser empresa difícil, pues, en líneas generales, englobaría todos aquellos preceptos que tienen que ver con el régimen jurídico laboral del personal al servicio de las Administraciones Públicas y demás entidades integrantes del sector público incluidas en el ámbito de aplicación del EBEP. Sin embargo, hay que poner de relieve que, puesto que una de las fundamentales finalidades del EBEP es acercar los regímenes jurídicos del personal funcionario y del personal laboral, bastantes aspectos de éste último se verán igualmente influenciados por las determinaciones básicas estales, por lo que tener una completa percepción acerca de la naturaleza de los preceptos no carece de importancia. Por su parte, discernir, en cambio, qué preceptos del EBEP se vinculan a las bases estatales en materia económica y cuáles, en cambio, a las bases estatales sobre el régimen estatutario de los funcionarios, resulta aún más complicado, porque el EBEP no proporciona criterios al respecto, pese a que la cuestión reviste relevancia de cara a dilucidar las capacidades legislativas del propio Estado. No obstante, resulta obvio que la gran mayoría de las disposiciones básicas del EBEP se anudan al art. 149.1.18 CE: el propio art. 1.1 EBEP así lo reconoce cuando en una proclamación de carácter generalista enfatiza que «el presente Estatuto tiene por objeto establecer las bases del régimen estatutario de los funcionarios públicos incluidos en su ámbito de aplicación».

			En general, siguiendo a la jurisprudencia constitucional, entrarían sin dificultad dentro de las competencias estatales dimanantes del art. 149.1.13 CE todos aquellas cuestiones que tienen que ver con los aspectos retributivos, y las consecuencias derivadas de ellos, como la fijación de topes retributivos (STC 195/2006, de 22 de junio) y las congelaciones salariales (STC 222/2006, de 6 de julio)

			El EBEP presenta una fisonomía normativa peculiar. No le falta razón a Jesús Fuentetaja cuando ha dicho de él que es un Estatuto «incompleto», «sin modelo» y «pendiente» y «fragmentado». Para empezar, desde su contemplación como norma básica, el EBEP es una norma básica que se comporta funcionalmente como tal también para el propio Estado. La Disposición final 4.ª y algunos otros preceptos del EBEP ponen de manifiesto que el EBEP se comporta como normativa básica o como marco normativo también para el propio legislador estatal, en el sentido de que precisa por parte del Estado el mismo desarrollo legislativo que han de emprender al respecto las Comunidades Autónomas. Esto es, a diferencia de otras Leyes básicas que, para la Administración del Estado, contienen una regulación completa, el EBEP se mueve en el cielo de los principios y, por sí mismo, resulta insuficiente para establecer un completo régimen jurídico aplicable al propio personal del sector público estatal.

			Por otra parte, esta apreciación nos conduce a destacar otra segunda característica del EBEP: por decirlo de una manera gráfica, su naturaleza jurídica se aproxima a la de una Ley destinada a ser consumida por su uso. Tanto el articulado como la Disposición final 4.ª EBEP llaman de continuo a Leyes —estatales y autonómicas— para que procedan a su desarrollo, hasta el punto de que contenidos muy importantes del EBEP sólo entrarán en vigor una vez se hayan producido los citados desarrollos. Evidentemente, estos desarrollos legislativos deben respetar las determinaciones básicas del EBEP y han de desarrollarse en el marco de las mismas. Sin embargo, cuando esas Leyes se dicten, el EBEP perderá gran parte de su significación como norma jurídica, puesto que entonces su normatividad quedará reducida —incluso para el propio Estado— a la función de servir de parámetro de enjuiciamiento de las respectivas Leyes de Función Pública que hayan podido emanar tanto el Estado como las Comunidades Autónomas.
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